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Buenos Aires, 24 de abril de 2003.

Vistos los autos: "Cassella, Carolina c/ ANSeS s/ rea-

justes por movilidad".

Considerando:

1°) Que la Sala III de la Cámara Federal de la Se-

guridad Social, al hacer lugar parcialmente a la apelación de

la demandada, revocó el fallo de primera instancia que había

ordenado el reajuste de la jubilación con arreglo a lo dis-

puesto por la ley 22.955, pues consideró que a partir del 1° de

abril de 1991 resultaba de aplicación al caso la ley 23.928,

por lo que la movilidad debía ceñirse al criterio fijado por

esta Corte en Fallos: 319:3241 y 322:2226. Contra ese

pronunciamiento el actor y la ANSeS dedujeron sendos recursos

ordinarios que fueron concedidos y son formalmente admisibles

(art. 19 de la ley 24.463).

2°) Que la titular sostiene que la prohibición ge-

nérica de practicar ajustes por depreciación monetaria conte-

nida en la ley 23.928, no alcanzó al régimen específico de

movilidad establecido en la ley 22.955 Cvinculado con las

retribuciones de los activosC y que la ley 24.241, de creación

del sistema integrado de jubilaciones y pensiones, también

dejó subsistente el método establecido en aquel estatuto

previsional (conf. art. 160, ley 24.241; decreto reglamentario

2433/93 y considerandos 31 y 32 del fallo recaído en la causa

"Chocobar", ya citado).

3°) Que además, en la eventualidad de que se consi-

derara aplicable el art. 7°, inc. 2, de la ley 24.463, solicita

que se aplique al período abarcado en dicha norma la misma

pauta de reajuste adoptada por esta Corte al resolver la

cuestión planteada en el último precedente mencionado (Fallos:

319:3241, considerando 48).
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 4°) Que la demandada aduce que la cámara confirmó el

plazo de cumplimiento de la condena sin haber considerado las

posibilidades financieras del Estado y la suspensión de pagos

dispuesta en el art. 22 de la ley de solidaridad previsional

para el supuesto de agotamiento de las partidas presu-

puestarias. Asimismo, argumenta que no existe un derecho ad-

quirido acerca del monto de las jubilaciones y que desde la

vigencia de la ley 24.463 la movilidad debe atender a los

recursos disponibles del sistema.

5°) Que el estatuto especial por el cual se jubiló la

recurrente (fs. 20/23 y 25, de los expedientes administrativos

agregados por cuerda), fue expresamente derogado a partir del

31 de diciembre de 1991 por el art. 11 de la ley 23.966 y no

fue incluido entre los regímenes que la ley 24.019 dispuso

restablecer; empero, los beneficiarios de las prestaciones ya

otorgadas conservaron el derecho a la movilidad originaria,

con la salvedad de que los haberes no podían superar Cpor un

plazo de cinco añosC el 70% de la remuneración asignada a la

categoría, cargo o función que se tuvo en cuenta para

determinar la jubilación o la pensión (conf. art. 4°, ley

24.019).

6°) Que esa solución fue mantenida cuando, dos años

después, se instituyó el sistema integrado de jubilaciones y

pensiones, toda vez que el art. 160 de la ley 24.241 Cantes de

su derogación por el art. 11, inc. 1°, de la ley 24.463C

establecía que los beneficios otorgados por leyes anteriores

basadas en una fórmula de movilidad distinta a la del régimen

general, debían continuar siendo reajustados de acuerdo con

esas disposiciones específicas. Además, el decreto reglamen-

tario 2433/93 recalcaba la subsistencia de diversas normas

especiales, entre las que se encontraba el método de ajuste de
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la referida ley 22.955.

7°) Que lo expresado pone en evidencia el error en

que ha incurrido el a quo al fijar el alcance de la movilidad

reclamada. De la convergencia de criterios expresada en Fa-

llos: 319:3241 Ccitado por la cámaraC y en numerosos prece-

dentes análogos, resulta que a partir del 1° de abril de 1991

perdieron virtualidad las fórmulas de ajuste de haberes com-

prendidas en las leyes 18.037 y 18.038, mas no las reguladas

por legislaciones específicas que Ccomo las que amparaban la

situación de la titularC habían quedado al margen del régimen

general de jubilaciones y pensiones y de la derogación orde-

nada por la ley 23.928.

8°) Que de la doctrina sentada en dichos antecedentes

resulta también que lo prescripto en el art. 7°, ap. 1°, inc.

b, de la ley de solidaridad previsional respecto de los

haberes posteriores al 1° de abril de 1991, debía ser inter-

pretado de modo concorde con la derogación establecida en el

régimen de convertibilidad, que Ccabe reiterar en este casoC

no alcanzó a los estatutos especiales que contenían cláusulas

de movilidad diferentes a las comprendidas en las referidas

leyes 18.037 y 18.038, porque remitían a la retribución de la

categoría en actividad con la cual se había obtenido la jubi-

lación o la pensión.

9°) Que en tal situación, ante la falta de un método

plausible y a los efectos de preservar satisfactoriamente el

derecho constitucional vulnerado, esta Corte fijó la pauta de

movilidad aplicable a los beneficiarios del régimen general,

que habían quedado de hecho sujetos a un congelamiento de

haberes durante el lapso que medió desde el 1° de abril de 1991

hasta la entrada en vigencia de la ley 24.241. Es indebida la

extensión de ese criterio a supuestos que, por hallarse
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definidos en otro régimen legal, debían permanecer a resguardo

de aquella circunstancia durante el período aludido.

10) Que en consecuencia, el mecanismo establecido

por el a quo para liquidar los haberes a partir de la entrada

en vigor de la ley de convertibilidad hasta la sanción de la

ley 24.463, tradujo una comprensión inadecuada de la juris-

prudencia en que pretendió sustentar su resolución y se apartó

del régimen especial que regulaba el modo de determinar el

reajuste por el lapso en cuestión, según lo indicado en los

considerandos 5° y 6° de esta sentencia.

11) Que a partir del 30 de marzo de 1995, la movi-

lidad de la prestación de la interesada quedó comprendida en

las disposiciones de la ley 24.463, que remiten sobre el tema

a lo que establezcan las leyes de presupuesto (conf. arts. 7°,

inc. 2, y 11, inc. 1, del cuerpo normativo citado), por lo que

la resolución de la alzada, en este aspecto, se adecuó a lo

prescripto en la norma legal mencionada y al criterio sentado

en Fallos: 322:2226, al que corresponde atenerse.

12) Que ello es así pues al no regir en la actuali-

dad la ley 22.955 Cderogada por la ley 23.966C ni el criterio

que fijaba el art. 160 de la ley 24.241 para adecuar en el

tiempo las prestaciones otorgadas por ese estatuto, es de

incumbencia del Congreso de la Nación reglamentar el art. 14

bis de la Constitución Nacional y establecer el modo de hacer

efectivo ese derecho a partir de la vigencia de la ley 24.463,

sin que pueda invocarse un derecho adquirido a que el haber

siga siendo determinado para el futuro por las mismas reglas

vigentes al tiempo del cese en la actividad (Fallos: 308:885;

311:1213; 320:2825 y sus citas).

13) Que esta Corte ha sentado la doctrina de que si

bien el derecho a los beneficios previsionales una vez acor-

dados integra el patrimonio de su titular y no puede ser des-



C. 415. XXXVII.
R.O.
Cassella, Carolina c/ ANSeS s/ reajustes por
movilidad.

Corte Suprema de Justicia de la Nación 

 

-5- 

conocido por una ley posterior, el alcance de dicha protección

no abarca en igual grado a la cuantía de los haberes, toda vez

que pueden ser limitados en lo sucesivo en la medida en que

intereses superiores así lo requieran y sólo cuando la

resolución no resulte confiscatoria o arbitrariamente despro-

porcionada (Fallos: 300:616; 303:1155; 312:194; 319:3241;

320:2825; 324:1177). En el sub lite es aplicable dicha doc-

trina, pues no se ha demostrado el perjuicio concreto que

ocasiona al interesado el sistema que pretende desplazar.

14) Que por lo demás, sentado el alcance de la pro-

cedencia del reclamo sobre el fondo de la cuestión, los agra-

vios de la ANSeS vinculados con el plazo y las modalidades de

cumplimiento de la sentencia encuentran adecuada respuesta en

lo resuelto por esta Corte en la causa "Perletto" (Fallos:

325:98), a cuyos fundamentos y conclusiones cabe remitir, en

lo pertinente, por razón de brevedad. Sin perjuicio de ello,

debe señalarse que en razón de la avanzada edad de la jubila-

da, resultan de aplicación las normas vigentes sobre cobro

preferente.

Por ello, se declaran procedentes los recursos ordina-

rios, se revoca parcialmente la sentencia apelada y se esta-

blece el derecho de la jubilada a mantener la movilidad regu-

lada en la ley 22.955 desde el 1° de abril de 1991 hasta la

entrada en vigencia de la ley 24.463, con los alcances fijados

en los considerandos que anteceden. A partir del 30 de marzo

de 1995, son de aplicación las disposiciones del art. 7°, inc.

2°, de la última norma citada. En lo que respecta al plazo de

cumplimiento, se confirma el fallo apelado con el alcance

fijado en los considerandos de la causa "Perletto",

mencionada. Costas por su orden (art. 21 de la ley 24.463).

Notifíquese y devuélvase. JULIO S. NAZARENO - EDUARDO MOLINE
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O'CONNOR - GUILLERMO A. F. LOPEZ - ADOLFO ROBERTO VAZQUEZ -

JUAN CARLOS MAQUEDA.
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